Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 12 minutos) 


La Comisión Especial de Deporte del Senado de la República da la bienvenida al señor 
Presidente de la Asociación Uruguaya de Fútbol, doctor José Luis Corbo, y al señor Fernando Sureda, a 
quienes agradecemos su presencia en la mañana de hoy. 


Cabe señalar que, en su momento, esta Comisión resolvió por unanimidad invitar a los presentes 
a concurrir a este ámbito, debido a una preocupación que existe desde hace ya bastante tiempo y que es 
compartida con algunos colegas, como es el caso del actual Senador Carlos Baráibar, con quien ya en la 
Legislatura pasada, en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, tuvimos una serie de 
instancias a raíz del tema en cuestión. Concretamente, nuestra preocupación se relaciona con el impuesto 
que se crea en la Ley de Presupuesto en el año 2001 —primero en el artículo 575 y después en el 583-—, por 
el que se gravan con un 5% las transferencias de los futbolistas al exterior del país; como se sabe, un 50% 
de la recaudación sería destinado al Ministerio de Turismo y Deporte, y el 50% restante, al Fondo Nacional 
de Lucha contra el SIDA. 


He estado revisando las versiones taquigráficas de las anteriores reuniones mantenidas en este 
ámbito, sobre todo las de aquellas en las que se hicieron presentes el ex Ministro Trobo, el Ministro Varela, 
y también quien fuera en aquel momento Director de Rentas, ingeniero Zaidensztat, quien asistió 
acompañado por el contador Hernández, actual Director de la Dirección General Impositiva; cabe acotar 
que, posteriormente, concurrieron el señor Ferrari en representación del Ministerio de Turismo y Deporte, y 
la contadora Rossi representando al Ministerio de Salud Pública. 


En definitiva, la cuestión es que, al comparar las distintas versiones taquigráficas, se observa que 
las cifras correspondientes a lo depositado, o lo pagado por concepto de ese Impuesto a la Dirección 
General Impositiva, no coinciden con lo recibido por los Ministerios respectivos, y téngase en cuenta que 
estamos hablando de números oficiales, que fueron proporcionados por la propia Asociación Uruguaya de 
Fútbol. 


Ahora que el mencionado impuesto no rige más dada la aplicación de la reforma tributaria, para 
nosotros resulta fundamental tener la información de cuánto ha sido lo aportado por ese impuesto en el 
período 2001 — 2007. En consecuencia, cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR CORBO.- En mi calidad de Presidente de la Asociación Uruguaya de Fútbol, agradezco la 
invitación de esta Comisión a la que, con mucho gusto, vamos a aportar toda la información que sobre el 
particular sea requerida. A tales efectos, sin perjuicio de adelantar que nosotros hemos traído una carpeta 
para que todos los señores Senadores conozcan la gestión que ha desempeñado la Asociación Uruguaya 
de Fútbol, consideramos conveniente hacer determinadas precisiones que pueden servir como elemento 
ilustrativo para que la Comisión analice con la mayor rigurosidad y profundidad posible todo este tema. 


En primer lugar corresponde establecer que, oportunamente, y bajo el imperio de lo dispuesto por 
el artículo 575 —como muy bien ha citado el señor Presidente— de la Ley presupuestal N* 17.296 y su 
posterior Decreto reglamentario 174 de 2001, la Asociación Uruguaya de Fútbol actuó en base a esos 
mandatos como agente de retención o percepción a los efectos del pago del tributo, cuya tasa fue 
establecida por el mencionado Decreto en un 5% del monto de las cesiones o permutas de los derechos 
sobre la prestación de la actividad de un deportista, en el momento en que se produjeran transferencias 
para personas jurídicas del exterior. 


En su oportunidad, sin perjuicio del estricto cumplimiento de esa normativa, como la Asociación 
Uruguaya de Fútbol consideró ilegal el artículo 4% del Decreto, que le imponía esa condición de agente de 
retención y percepción, promovió la impugnación correspondiente y agotó la vía administrativa. En aquel 
entonces el Poder Ejecutivo no se expidió al respecto, por lo que se promovió ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo la acción anulatoria de ese artículo 4% del mencionado Decreto N* 174/001. 
Dicha acción anulatoria fue acogida por el Tribunal en el año 2004 por lo que, obviamente, quedó sin efecto 
lo dispuesto por el acto anulado. Liberada la Asociación de ejercer su condición de agente de retención o 
percepción del tributo a raíz de ese pronunciamiento jurisdiccional, para que efectivamente se cumpliera 
con la finalidad de la norma y con el gravamen establecido, la Asociación Uruguaya de Fútbol igual empleó 
como política, y lo plasmó en la gestión, no otorgar ningún certificado de transferencia internacional si los 


contribuyentes no acreditaban ante ella el pago del impuesto. Eso determinó que existieran dos opciones: o 
se entregaba el dinero correspondiente en la Asociación y ésta lo vertía a la Dirección General Impositiva, o 
se traía el recibo correspondiente de dicho Organismo que acreditara el pago previo para que la Asociación 
pudiera expedir el certificado de transferencia internacional. 


Hemos traído los datos correspondientes sobre todo lo que se aportó —a través de su 
participación— a la Dirección General Impositiva hasta el 30 de junio de 2007, fecha en que cesa la vigencia 
del impuesto por imperio de lo establecido en la reforma tributaria que lo deja sin efecto. Eso nos permite 
afirmar que durante todo el período de vigencia del tributo la recaudación alcanzó, en moneda nacional, los 
$ 300: 814.030. 


En la información que vamos a aportar a la Comisión está discriminado, año por año, no sólo el 
monto de lo recaudado, sino de lo acreditado como vertido por la Asociación Uruguaya de Fútbol a la 
Dirección General Impositiva. Además, se podrán apreciar rigurosamente las fechas en que fueron 
efectuados los distintos aportes. 


A continuación, a través del señor Presidente, hago entrega de estas carpetas para que sean 
distribuidas a los distintos miembros de la Comisión, a efectos de conocer mediante documentos cuáles 
han sido los montos percibidos y aportados por la Asociación Uruguaya de Fútbol. 


Por ahora, esto es cuanto queríamos manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que el señor Corbo profundizara más sobre el tema que ha 
mencionado en cuanto al planteo que realizaron en el entendido de que el artículo 4” del Decreto era ilegal. 


SEÑOR CORBO.- Los fundamentos que determinaron esa impugnación derivaron de que el precitado 
artículo 4% del Decreto N* 174/001 creaba o imponía a la Asociación Uruguaya de Fútbol una obligación que 
no estaba prevista en la Ley que dicho Decreto reglamentaba, es decir, la Ley N* 17.296, en particular su 
artículo 575. ¿Por qué digo esto? Porque la Asociación Uruguaya de Fútbol no participa —ni participaba en 
ese entonces— en las operaciones que refieren a la cesión o permuta de los derechos sobre la prestación 
de la actividad de un deportista, en este caso de futbolistas. Por lo tanto, el Decreto —como surge de su 
propio tenor— exorbitaba lo que decía la Ley y partía del supuesto de que había una intervención de la 
Asociación Uruguaya de Fútbol en las operaciones de transferencia, lo que en realidad no es así, porque 
ésta se limita —como sucede actualmente— a otorgar el Certificado de Transferencia Internacional, que 
habilita al jugador a desempeñar su actividad en condiciones reglamentarias en los escenarios que 
corresponda, de acuerdo con la operación realizada, pero no es contratante, intermediario, representante ni 
configura ninguno de aquellos sujetos o agentes que legitimarían su obligación a los efectos de la 
recaudación tributaria. Ese argumento fue acogido por el propio Procurador General de la Nación y, 
naturalmente, reafirmado en el pronunciamiento jurisdiccional en sentencia dictada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, por unanimidad de sus integrantes. Esos fueron los fundamentos empleados y 
acogidos para que se diera esa situación. 


Cabe aclarar —aunque no se da actualmente, bueno es decirlo; y quiero ser muy cuidadoso con los 
términos— que esto va en resguardo de la gestión que lleva a cabo la Asociación Uruguaya de Fútbol como 
agente que contribuye a que los fines de las normas tributarias, y particularmente sus propósitos, se 
cumplan en la realidad. Nosotros, aun estando exentos —por ese mismo pronunciamiento— de actuar como 
agentes de retención o de percepción, igual realizamos una gestión de control a los efectos de que la 
norma fuera debidamente cumplida y, en definitiva, el tributo fuera correctamente pagado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En un informe de la Comisión de Hacienda del período pasado, se indica lo 
siguiente. “Vuestra Comisión de Hacienda eleva el presente proyecto de ley, sugiriendo su aprobación, por 
el cual se modifica el artículo 575 de la Ley 17.296, de 21 de febrero de 2001”. En otro pasaje se dice: 
“Además de establecer el hecho generador se especifica quiénes serán sujetos pasivos o contribuyentes 
de este impuesto, se designa por ley los agentes de percepción que entiende oportuno el Legislador pero 
facultando al Poder Ejecutivo a designar otros si lo estima conveniente. Se indica que los Directivos de las 
Asociaciones o Federaciones al igual que los intermediarios o gestores de transferencias serán 
solidariamente responsables del pago de este impuesto”. 


De acuerdo con lo que surge del informe de la Comisión de Hacienda, en caso de que quien 
participe en la transferencia sea un contratista y el que pague el impuesto sea el club, a través de la 


Asociación Uruguaya de Fútbol, quisiera saber si el empresario puede tener una participación en el importe 
del mencionado impuesto. 


SEÑOR CORBO.- Esa fue, señor Presidente, una propuesta emanada de un informe tendiente a corregir 
la normativa vigente, con el fin de ampliar el espectro de los sujetos sometidos, de alguna manera, al pago 
del impuesto, ya sea aquellos que son sujetos pasivos directos, como los que tendrían la responsabilidad 
subsidiaria o solidaria, en este caso, tal como surge del informe, lo que normativamente nunca se plasmó. 
Pero teniendo presente ese propósito que emana del informe de la Comisión de Hacienda, la Asociación 
actuó —y ha seguido actuando, prácticamente como si fuera un responsable, si no solidario, por lo menos 
subsidiario- de manera tal que los contribuyentes, que en definitiva son los clubes, acreditaran ante la 
Asociación —para que ésta emitiera el Certificado de Transferencia Internacional, tal como dijimos antes— el 
pago del tributo. 


Quiero aclarar que de ninguna manera se entiende que la Asociación deba cumplir su condición 
de agente de retención —como en el caso actual, con el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas— o, en 
su caso, de percepción, pero lo ha de hacer sin ninguna dificultad, porque es su deber contribuir a que la 
normativa establecida por la legislación se cumpla con la mayor rigurosidad posible. Vuelvo a reiterar que 
en este caso ha sido un acto voluntario de la Asociación, a partir del pronunciamiento del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, que ha permitido que las cosas transitaran de la manera que ya hemos 
expuesto, y no porque ello haya sido fruto de la imposición de una norma jurídica válida, en este caso, el 
Decreto mencionado. 


Por lo tanto, si en algún momento el propósito es el de sancionar una norma que incluya 
expresamente a la AUF en su condición o carácter de responsable solidario o subsidiario, no va a haber 
ningún problema en asumir esa condición, y así se hará. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, queda claro que la AUF ha cumplido con la ley, tema que fue motivo 
de esta convocatoria. Agradecemos a los representantes de la AUF que nos hayan traído un detalle año a 
año. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que el informe que ha dado el doctor Corbo, Presidente de la Asociación 
Uruguaya de Fútbol, es absolutamente convincente y demuestra que hay voluntad de colaborar con el 
Estado, desde una Asociación que es privada pero brinda un apoyo que trasciende sus obligaciones 
legales —tal como surge del Decreto—, con el sentido de colaborar con la sociedad. Esto queda claro. 


En realidad —estoy hablando de memoria, aunque se ha leído lo que sucedió diez años atrás—, 
quien habla era integrante de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, donde 
inicialmente se discutió este proyecto de ley, y cree que en aquel momento había una gran nebulosa sobre 
este tema, porque no se sabía dónde estaba la punta de la madeja. Tengo entendido que en aquel 
momento se tenía claro que no correspondía ubicar a la AUF como agente de retención —eran las 
consideraciones que tenía presente el Tribunal de lo Contencioso Administrativo—, pero finalmente se lo 
puso porque no se encontró otro organismo que pudiera brindar mínimamente esas garantías. Después, 
pasó lo que debió pasar. En todo caso, al menos, cumplía la función de ordenar el procedimiento de cobro 
de las transferencias, de las retenciones y demás. Incluso, podemos decir que la vida demostró que no fue 
un procedimiento equivocado. Recordemos que en aquel entonces había una discrecionalidad muy 
importante en esa materia —estoy hablando de diez años atrás— que hacía que el procedimiento tuviera esa 
falencia en materia legal. Mi opinión —y subrayo que estoy hablando a título personal— es que esta tarea 
subsidiaria que cumple la Asociación Uruguaya de Fútbol sigue siendo muy conveniente. Realmente, no 
creo que alguien pueda entender que eso es contraindicado. Incluso, tiene una instancia de mucha 
presencia en lo que hace a la concesión de la transferencia. 


En definitiva, reitero, considero que el informe que se nos brindó ha sido muy claro y convincente. 


SEÑOR CORBO.- Quisiera ampliar cómo se procesa ese mecanismo de control y colaboración con el 
Estado. La Asociación está obligada a remitir, mensualmente, un formulario comunicando a la Dirección 
General Impositiva cuáles han sido las transferencias de carácter internacional que se solicitan, incluyendo 
también los sujetos intervinientes, los montos de los contratos, etcétera. Entonces, aprovechando el 
cumplimiento de esa obligación, atentos a que —como bien decía el señor Senador Baráibar— nadie mejor 
que la Asociación Uruguaya de Fútbol para tener un conocimiento más acabado sobre este tema, nos 
planteamos exigir que se pagara en la propia Asociación para que ésta luego vertiera ese dinero a la 
Dirección General Impositiva, o se acreditara —con el recibo correspondiente de esa Dirección— que se 
había cumplido con el impuesto. 


Quiero decir esto porque, tratándose de un organismo que actúa, para bien o para mal, sobre 
cuestiones de interés general, y que mediáticamente está siempre expuesto —y por lo general, a una 
valoración crítica negativa—, no sólo desde el punto de vista institucional sino también personal, es bueno 
que un ámbito que no tiene una trascendencia mediática como la que sí se da a cualquier hecho que 
refiera a nuestra gestión, un ámbito de tanta jerarquía, sepa de estos aspectos, que a mi juicio contribuyen 
positivamente a que todos sintamos que tenemos obligaciones que van mucho más allá de lo que emana 
de la letra de una ley. Deseo dejar constancia de ello —y permítanme este desahogo institucional y 
personal- porque esta institución, que es tan castigada en forma permanente, tiene cosas positivas que no 
se conocen y que ojalá se supieran. 


SEÑOR BRECCIA.- Aprovechando la presencia —que por supuesto agradecemos— de los representantes 
de la Asociación Uruguaya de Fútbol, y nada menos que de su Presidente, voy a formular algunas 
preguntas que tienen por objeto bajar a la realidad conceptos que muchas veces se manejan con relación a 
la actividad de los contratistas porque, en definitiva, también tiene mucho que ver con su comparecencia en 
esta Comisión. En el caso de los contratistas, ¿estamos hablando siempre de personas jurídicas? Cuando 
se alude a la transferencia de cesión de derechos, ¿nos referimos al famoso “transfer”? 


Quisiera que me aclaren esas dudas a los efectos de que conste en la versión taquigráfica. 
Muchas gracias. 


SEÑOR CORBO.- Agradezco la pregunta porque nos puede permitir hacer conocer cuál es la valoración 
que tiene la Asociación Uruguaya de Fútbol con respecto a hechos que son de pública notoriedad; nos 
permite esclarecer un poco más —por lo menos desde nuestro modesto punto de vista— esta situación. 


Como emana de la propia Ley, los sujetos contribuyentes son los clubes. Nosotros procuramos, 
con la mayor rigurosidad posible, el debido cumplimiento de lo que dispone la Ley N* 14.996, que prohíbe 
terminantemente que todas estas cesiones o permutas de los derechos sobre la prestación de la actividad 
de un deportista, tengan titularidad por parte de personas físicas. La Ley ha sido suficientemente clara y 
explícita en cuanto a que estos derechos le corresponden a las instituciones que se agrupan o afilian 
dentro de los organismos rectores de cada rama del deporte. Desgraciadamente ha habido alguna 
interpretación, incluso surgida hasta de pronunciamientos de organismos FIFA, que ha distinguido los 
derechos a los que refiere la Ley N* 14.996 en lo que se ha llamado derechos deportivos y económicos 
emanados de las prestaciones de actividades deportivas. En ese sentido, quien habla tiene una posición 
absolutamente clara, precisa, inequívoca en cuanto a que la ley no establece esa distinción y cuando la ley 
no lo hace, no cabe que lo haga el intérprete, según el Principio General del Derecho. Esa discriminación 
es la que ha permitido —convalidada de alguna manera hasta por órganos de carácter internacional- que 
aparecieran como titulares de esos “derechos económicos” —entre comillas- ¡personas que no están 
incluidas dentro de lo que establece la Ley N* 14.996. Me refiero, particularmente, a personas físicas o 
empresas comerciales. 


SEÑOR AGUIRREZABALA.- Simplemente quisiera hacer una precisión —de carácter fratemal- al señor 
Senador Baráibar que me parece, no deberíamos dejar pasar. 


Creo que las ilegalidades no se justifican y tal vez el señor Senador, en aras de ser coloquial, 
cometió un desliz que quizá sea bueno que se corrija en la versión taquigráfica. En los hechos, el señor 
Senador Baráibar habló de justificar la ilegalidad y, reitero, considero que la ilegalidad no se justifica. Quizá 
se puedan explicar las razones por las cuales ilegalmente se le impuso a la Asociación Uruguaya de Fútbol 
una situación que luego el Tribunal de lo Contencioso Administrativo determinó que así era. Si en su 
momento la ley hubiera determinado la obligación de la Asociación Uruguaya de Fútbol, poco se hubiera 
podido hacer en contra el decreto reglamentario. 


De hecho, la única razón por la cual la Asociación Uruguaya de Fútbol pudo recurrir el decreto 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo fue porque la Ley no habilitó al Poder Ejecutivo a 
imponerle esa situación. 


Repito: la ilegalidad no se justifica y menos en este ámbito. Insisto en que creo que el señor 
Senador Baráibar —coloquialmente, no en forma deliberada— cometió un desliz. Me parece que la 
explicación es buena; es notorio que lo que el señor Senador dice es cierto y parecería razonable que la 
Asociación Uruguaya de Fútbol desempeñe la función que finalmente tuvo y que, además, galantemente 


siguió teniendo en el período que correspondía, pero quiero precisar que no creo que debamos justificar la 
ilegalidad. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Podríamos poner “ilegalidad” entre comillas y sería lo mismo. 


Quisiera referirme ahora a otro tema que, si bien no figura en la convocatoria de hoy, fue tratado 
aquí en los años anteriores. El año pasado ocupé la Presidencia de la Comisión e, inmediatamente de 
aprobada la ley sobre violencia en el deporte, iniciamos una ronda de entrevistas con los distintos actores 
involucrados con el deporte que comparten esta preocupación, para saber la opinión que tenían sobre 
dicha norma. En general hubo una posición favorable de casi todos los sectores que participaron y, el año 
pasado, a un año de aprobada la ley, volvimos a hacer una ronda —que no pudimos concluir—, a la que 
pensábamos convocar a la Asociación Uruguaya de Fútbol. Entonces, ya que tenemos la oportunidad de 
estar con ustedes hoy aquí, les reiteramos que, en el momento que se entienda oportuno —de acuerdo con 
la agenda de la Comisión y de las autoridades de la AUF-, los recibiríamos para conocer cómo están 
viendo la violencia en el deporte en la realidad actual —particularmente en el fútbol—, qué ha ocurrido y qué 
medidas se pueden adoptar, ya que este flagelo que la ley intentó eliminar —o por lo menos disminuir—, no 
parece registrar una tendencia declinante. De todas maneras, se trata de un tema opinable y nos gustaría 
conocer la posición de la gente que está todos los días siguiendo de cerca lo que ocurre en los escenarios 
deportivos y escuchar posibles iniciativas complementarias a la ley e, incluso, correctivas de su texto. 
Precisamente, en esta ronda que hicimos, varios de los invitados se refirieron a la posibilidad de que 
aquellos ciudadanos, potenciales violentos en el deporte, fueran llevados a un estado de detención un rato 
antes del partido, hasta después de su finalización. De acuerdo con normas muy de recibo del Derecho 
Penal, se entiende que para que esto pueda ocurrir debe haber un procesamiento. El Derecho está 
resguardado y la intención también, pero esto no opera en la realidad, ya que se hace prácticamente 
inaplicable un procesamiento para llevar a alguien retenido o guardado —no sé si los términos son 
jurídicamente correctos—, en una comisaría, o donde sea, a los efectos de que no pueda concurrir a los 
escenarios deportivos durante un espectáculo. Recordemos que esta medida se ha entendido conveniente 
en varios países y ha dado resultados; incluso en algunos lados se salva esta dificultad de orden legal 
vinculada con el Derecho Penal y con las garantías. Este es un punto sobre el que pensamos que el 
departamento letrado de la AUF nos puede aportar su opinión porque, sin duda, será un actor principal en 
cualquier resolución que se pueda aportar. 


SEÑOR LAPAZ.- Sobre lo que mencionaba el señor Senador Baráibar, quiero decir que estoy elaborando 
un proyecto de ley para aclarar el tema y dar la posibilidad de que las medidas mencionadas se puedan 
adoptar, incluso, sin el procesamiento que actualmente se requiere. 


Quiero aprovechar la presencia en este ámbito del señor Presidente de la Asociación Uruguaya 
de Fútbol para consultarlo sobre el hecho de que en los últimos partidos no se permitió la venta de 
entradas en las propias canchas o escenarios donde se juegan los encuentros de la divisional superior. A 
propósito de ello, debo decir que el pasado fin de semana, cuando jugaron Nacional y Peñarol en Jardines 
del Hipódromo y en Belvedere, respectivamente, no se logró completar totalmente las tribunas de los 
escenarios. Esta situación muchas veces provoca alguna incomodidad a los espectadores, 
fundamentalmente a los del interior del país que quieren venir a ver el encuentro o los encuentros durante 
el fin de semana y que, en virtud de que viajan sobre la hora del partido, no tienen posibilidad de adquirir 
con anticipación la entrada. 


En función de lo expuesto, me gustaría conocer el punto de vista de la AUF sobre este tema; 
saber si se maneja la posibilidad de ampliar la venta de entradas para mayor comodidad de los 
espectadores del interior que viajan a ver los encuentros, o si existe intención de corregir esa medida de tal 
forma que, para el caso de que no se lleguen a vender todas las entradas, ponerlas a la venta en un 
determinado horario el mismo día del partido en algún lugar próximo al escenario deportivo. 


SEÑOR CORBO.- Sobre este tema, particularmente candente y de preocupación de todos, conviene hacer 
algunas precisiones acerca de por qué sucede este tipo de situaciones que, como muy bien ha señalado el 
señor Senador, atenta contra lo que debe ser una competencia deportiva y los legítimos derechos de 
quienes quieren presenciarla y se ven imposibilitados de hacerlo. Quiero decir que este tipo de medidas no 
son propias y unilaterales de la Asociación Uruguaya de Fútbol, porque en lo que podríamos llamar el 
“escenario de administración de los desgraciados fenómenos de violencia”, existe una concurrencia 
competencial de organismos del Estado y de la Asociación Uruguaya de Fútbol. Así como está la Comisión 
Honoraria para la Erradicación de la Violencia en el Deporte, la propia AUF tiene una Comisión de 
Seguridad en la materia, que realiza un trabajo coordinado del que muchas veces resulta una evaluación 
en la que se determinan cuáles pueden ser las competencias de alto, medio o mínimo riesgo. Ahora bien, 
cuando se llega a la conclusión de que se trata de una competencia de alto riesgo, se adopta una serie de 


medidas, en este caso particular dejando de lado alguna normativa que con carácter general fue 
establecida con anterioridad, como por ejemplo, aquella que imponía la limitación en el tiempo de la venta 
de entradas hasta determinado período previo al comienzo de los partidos. Los hechos han ido 
demostrando que, de pronto, algunos de estos aspectos normatizados con carácter general, no eran los 
mejores y la experiencia aconsejaba que debían ser modificados. 


En estos últimos partidos, en los que se le impidió a mucha gente asistir —y, como paradoja y 
contrasentido, hemos visto espacios y tribunas vacías—, esas limitaciones en cuanto al período de tiempo 
de venta de las entradas, al vallado para acceder a los escenarios y al número de entradas habilitadas, han 
sido fruto de decisiones concurrentes de todos estos organismos, con el aditamento del propio organismo 
departamental, es decir, la Dirección de Espectáculos Públicos de la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Para la AUF y los clubes, esta situación significa un grave perjuicio desde varios puntos de vista: tanto 
desde lo esencialmente deportivo —que es el que debemos destacar por encima de todos—, como desde lo 
económico. Desde el punto de vista deportivo, porque esa competencia que podía adquirir más relevancia, 
mayor trascendencia, más atractivo, en ese sentido pierde; y, desde el punto de vista económico, porque 
las recaudaciones son sensiblemente menores. 


Es difícil coordinar teniendo presente las diferentes visiones, a veces hasta un poco 
contrapuestas, que se dan en la materia porque, por ejemplo, los clubes pretenden —como también la 
propia Asociación— que concurra la mayor cantidad de gente, se transforme en una gran fiesta deportiva y 
se generen buenos recursos económicos; pero, por otro lado, los organismos de seguridad pretenden — 
también legítimamente- que ese espectáculo esté rodeado del máximo de medidas preventivas para 
procurar neutralizar episodios de violencia. Y en esa especie de confrontación de visiones, debemos ser 
muy respetuosos de la que tiene la autoridad pública porque, de lo contrario, parecería que nosotros no 
acompasáramos el propósito de neutralizar o evitar episodios de violencia, cosa que está desmentida en 
los propios hechos. A título de ejemplo, debo informar —es bueno que se diga— que la Asociación Uruguaya 
de Fútbol donó a las fuerzas policiales, de su peculio, aparatos de la más alta tecnología para detectar el 
ingreso de metales y demás a los espectáculos. Justamente, hoy habrá una reunión en el Ministerio del 
Interior, promovida por las autoridades de la Asociación Uruguaya de Fútbol, a los efectos de buscar -—si 
todavía es posible— mejores fórmulas tendientes a prevenir estos episodios de violencia, pero también a 
contemplar que todos los aficionados tengan derecho a participar directamente de los espectáculos 
deportivos en los propios escenarios. 


Insisto en que el tema no es fácil. Nos ha hecho —y nos hace— muy mal todo lo que emana, no 
solo de estos actos de violencia física, sino también de otra violencia más subliminal, que ataca 
profundamente los intereses de la Asociación Uruguaya de Fútbol, al fútbol en general y al deporte, 
menoscabando hasta la propia integridad de quienes, para mal o para bien, o por pagar precios a sus 
vanidades, están circunstancialmente al frente de esto. Se trata de otra violencia mucho más difícil de 
evitar, porque se maneja a través de otros conductos que son difíciles de neutralizar. 


De todas maneras, reitero que hay un propósito inequívoco y manifiesto de acompañar a la 
autoridad pública en todo este tema para evitar, de la mejor manera posible, que se produzcan episodios 
de violencia, pero también para que cada vez la gente pueda concurrir más al fútbol y este siga siendo el 
fenómeno que está tan entrañablemente ligado a nuestro ser nacional, que tanto sentimos y que quizás 
nos ha dado identidad como uruguayos. 


Puedo asegurar al señor Senador que es muy difícil conciliar todos estos aspectos. Sin embargo, 
por más difícil que sea, allí está nuestro desafío de seguir procurando que haya fórmulas que permitan 
alcanzar ese objetivo. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En consonancia con nuestra intervención anterior, hago entrega a la Asociación 
Uruguaya de Fútbol, en la figura de su Presidente, el doctor Corbo, del dossier que contiene todas las 
intervenciones que hubo en la primera y también en la segunda ronda de entrevistas —esta última, de 
evaluación de la ley-, con la nómina de las organizaciones que participaron. Entiendo que es un 
antecedente muy rico y que, realmente, vale la pena que esté en poder de los presentes. 


SEÑOR CORBO.- Es con gran beneplácito que recibimos el dossier, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión agradece la presencia del doctor Corbo y del señor Sureda, así 
como también toda la información que hoy se deja en nuestras manos —contenida en la carpeta que se nos 
ha entregado-—, a propósito de un tema que, reiteramos, nos ha venido preocupando desde hace un tiempo. 
De manera que reiteramos nuestro agradecimiento y, desde ya, quedamos a la orden. 


SEÑOR CORBO.- Muchas gracias, Señor Presidente. También nosotros quedamos a disposición de los 
señores Senadores. 


(Se retiran de Sala el doctor Corbo y el señor Sureda) 
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